INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, sobre aprobación del "Acuerdo entre la República de Chile y la República de Costa Rica para la promoción y protección recíproca de las inversiones" y su protocolo, suscritos en la ciudad de San José, Costa Rica, el 11 de julio  de  1996.  (Boletín Nº 2460-10).


____________________________________





HONORABLE SENADO:





	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros respecto del proyecto de acuerdo -en segundo trámite constitucional, e iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República- individualizado en el rubro.





---------








Antecedentes





	S.E. el Presidente de la República, en el Mensaje con que dio inicio a la tramitación legislativa del proyecto de acuerdo en informe, señala que Chile ha convenido a la fecha un número importante de tratados de promoción y protección de inversiones.  Este nuevo Acuerdo, agrega, importa un compromiso entre las Partes Contratantes en orden a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección, todo lo anterior de conformidad a lo establecido en sus respectivas legislaciones nacionales.





	Añade que el propósito fundamental de este Tratado, así como el de los ya suscritos en la materia, es establecer un marco jurídico adecuado para regular tanto los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como los de los inversionistas extranjeros, estatuto en el que se compatibiliza el legítimo interés de éstos con el del Estado receptor de las inversiones, favoreciéndose, de ese modo, la transferencia y movilidad de capitales.





	Es del caso hacer presente que el Instrumento en informe se agrega a otros que sobre el mismo tema ha firmado Chile con diversos países del mundo, a saber, Alemania, Argentina, Australia, Austria, Bélgica, Bolivia, Brasil, Croacia, Cuba, Dinamarca, Ecuador, El Salvador, España, Filipinas, Finlandia, Francia, Grecia, Guatemala, Holanda, Honduras, Hungría, Indonesia, Italia, Malasia, Nicaragua, Noruega, Nueva Zelandia, Panamá, Paraguay, Polonia, Portugal, Reino Unido e Irlanda del Norte, República Checa, República de Corea, República Popular China, Rumania, Sudáfrica, Suecia, Suiza, Túnez, Turquía, Ucrania, Uruguay y Venezuela.





	Por último, cabe señalar que, según antecedentes entregados a la Comisión por el Ministerio de Relaciones Exteriores, el total de la inversión de capitales chilenos materializada en Costa Rica entre los años 1990 y 1998, asciende a 6,9 millones de dólares.





	Por su parte, la inversión autorizada de Costa Rica en Chile, durante el período 1974-1999, alcanza a la suma de 7,9 millones de dólares, mientras que la materializada en igual período asciende a 2,7 millones de dólares.





----------








Descripción del Acuerdo





	El instrumento internacional sobre el que recae el proyecto de acuerdo en informe consta de un breve Preámbulo y doce artículos, más un Protocolo, el contenido fundamental de los cuales os reseñaremos a continuación.





	En el Preámbulo, los Gobiernos de Chile y Costa Rica expresan su deseo de intensificar la cooperación económica en beneficio mutuo de ambos Estados y destacan su intención de crear y mantener condiciones favorables para las inversiones de los inversionistas de una Parte Contratante en el territorio de la Otra.





	Asimismo, reconocen la necesidad de promover y proteger las inversiones extranjeras con miras a favorecer la prosperidad económica de ambos Estados.





	El artículo I contiene definiciones de ciertos conceptos de uso frecuente en el Tratado, a saber, "inversionista", "inversión" y "territorio".





	Por su parte, el artículo II señala el ámbito de aplicación del Convenio, indicando que regirá las inversiones efectuadas, antes o después de su entrada en vigor, por inversionistas de una Parte Contratante, conforme a las disposiciones legales de la otra Parte, en el territorio de esta última.  Sin embargo, aclara, no se aplicará a divergencias o controversias que hubieran surgido con anterioridad a su vigencia o estén directamente relacionadas con acontecimientos producidos antes de su entrada en vigor.  Asimismo, tampoco afectará derechos patrimoniales adquiridos o situaciones jurídicas consolidadas con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del Acuerdo.





	Luego, el artículo III consigna el compromiso de cada Parte Contratante en orden a promover, admitir y proteger las inversiones de inversionistas de la otra Parte, sin obstaculizarlas con medidas injustificadas o discriminatorias.





	A continuación, el Convenio se refiere al tratamiento que ha de darse a las inversiones de los inversionistas de la otra Parte Contratante, el que ha de ser justo y equitativo, incluyéndose el "trato nacional" y la "cláusula de la nación más favorecida".





	Precisa que este tratamiento no se extenderá a los privilegios que una Parte Contratante conceda a los inversionistas de un tercer Estado, en virtud de su asociación o participación en una zona de libre comercio, unión aduanera, mercado común, unión económica y monetaria u otras instituciones de integración económica similar.  Tampoco se extenderá a deducciones, exenciones fiscales ni a otros privilegios análogos otorgados por cualquiera de las Partes a la inversión de inversionistas de terceros países en virtud de un acuerdo para evitar la doble imposición o de cualquier otro acuerdo en materia tributaria.  (artículo IV).





	El artículo V obliga a cada Parte a autorizar a los inversionistas de la Otra para que realicen la transferencia de los fondos relacionados con las inversiones en moneda de libre convertibilidad y sin demora.





	Agrega que las transferencias se realizarán al tipo de cambio vigente en el mercado de divisas a la fecha de ellas, de acuerdo a la legislación de la Parte Contratante que haya admitido la inversión.





	El artículo VI contempla la obligación de las Partes de abstenerse de adoptar medida alguna que tenga como efecto, directa o indirectamente, la nacionalización o la expropiación de las inversiones de los inversionistas de la otra Parte, ni cualquier otra medida que tenga efectos equivalentes, a menos que las medidas sean adoptadas por causa de utilidad pública o interés público y en conformidad a la ley; que no sean discriminatorias, y que vayan acompañadas de disposiciones para el pago de una indemnización pronta, adecuada y efectiva.





	Permite, en todo caso, reclamar en procedimiento judicial ordinario de la legalidad de la nacionalización, expropiación o de cualquier otra medida de efecto equivalente, y del monto de la indemnización.





	Por otra parte, se dispone que los inversionistas de cada Parte cuyas inversiones en el territorio de la Otra sufrieren pérdidas debido a una guerra o cualquier otro conflicto armado, a un estado de emergencia nacional, disturbios civiles u otros acontecimientos similares en el territorio de la otra Parte Contratante, deberán recibir de esta última, en lo que respecta a reparación, indemnización u otro arreglo en relación con su inversión, un tratamiento no menos favorable que el que concede esta Parte a las inversiones de los inversionistas nacionales o de cualquier tercer Estado.  (artículo VII).





	El artículo VIII prescribe que cuando una Parte Contratante o un organismo autorizado por ésta hubiere otorgado un contrato de seguro o alguna otra garantía financiera contra riesgos no comerciales, con respecto a alguna inversión realizada por uno de sus inversionistas en el territorio de la otra Parte Contratante, esta última deberá reconocer los derechos de la primera Parte Contratante de subrogarse en los derechos del inversionista, cuando hubiere efectuado un pago en virtud de dicho contrato o garantía.





	En materia de solución de controversias que surjan en el ámbito del Convenio, se distingue entre aquellas que pueden originarse entre una Parte Contratante y un inversionista de la Otra, y las que pueden darse entre las Partes Contratantes.





	Respecto de las primeras, si no pueden ser solucionadas mediante consultas amistosas dentro del plazo de cinco meses, contado desde la fecha en que el inversionista notifique su inconformidad a la Parte receptora de la inversión, el inversionista, a su arbitrio, podrá remitir la controversia a los tribunales competentes de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión o al arbitraje del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI), creado por el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados, abierto para la firma en Washington el 18 de marzo de 1965.  La elección de uno u otro procedimiento será definitiva y excluyente.





	El Tribunal Arbitral decidirá sobre la base de las normas del presente Acuerdo y las de otros concluidos entre las Partes; el derecho nacional de la Parte Contratante en cuyo territorio se ha realizado la inversión, y las reglas y los principios universalmente reconocidos de Derecho Internacional.





	Las sentencias arbitrales serán definitivas y vinculantes para las partes en litigio y serán ejecutadas en conformidad con la ley interna de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiere efectuado la inversión.  (artículo IX).





	A su vez, tratándose de diferencias entre las Partes Contratantes, el artículo X señala que si éstas no pueden ser resueltas por medio de negociaciones amistosas dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de la notificación de la controversia, ésta podrá ser sometida, a solicitud de cualquiera de ellas, a un Tribunal Arbitral Ad-hoc compuesto por tres miembros designados en la forma que se indica.





	El Tribunal decidirá sobre la base de las disposiciones de este Acuerdo, de los principios del Derecho Internacional en la materia y de los principios generales de Derecho reconocidos por las Partes Contratantes, siendo sus decisiones definitivas y vinculantes para ambas.





	Por último, el artículo XII consigna las disposiciones finales del Convenio.





	Así, se establece que él permanecerá en vigor por un período de diez años y se prolongará después por tiempo indefinido.  Transcurrido dicho período, podrá ser denunciado en cualquier momento por cada Parte Contratante.





	Con respecto a las inversiones efectuadas con anterioridad a la fecha en que se hiciere efectivo el aviso de terminación del Acuerdo, sus disposiciones permanecerán en vigor por un período adicional de diez años a contar de dicha fecha.








Protocolo





	Cabe señalar que, conjuntamente con la suscripción del presente Acuerdo, las Partes firmaron un Protocolo Anexo, que constituye parte integrante de aquél, mediante el cual se complementan los artículos V y VI del instrumento, y cuyo tenor es el siguiente:








"Ad Artículo V





	1. El capital invertido podrá ser transferido sólo después de un año contado desde su ingreso al territorio de la Parte Contratante, salvo que la legislación de ésta contemple un tratamiento más favorable.





	2. Una transferencia se considerará realizada "sin demora" cuando se ha efectuado dentro del plazo normalmente necesario para el cumplimiento de las formalidades de la transferencia.  El plazo, que en ningún caso podrá exceder de sesenta días, comenzará a correr en el momento de entrega de la correspondiente solicitud, debidamente presentada.





Ad Artículo VI





	1. Para efectos de este artículo, en el caso de Costa Rica el término de "valor de mercado" corresponderá al concepto de "justo precio" utilizado en la legislación costarricense, que será equivalente al monto de la indemnización que se determine de la siguiente manera:





	El dictamen deberá incluir todos los datos necesarios para individualizar el bien que se valora.





	Cuando se trate de inmuebles, el dictamen contendrá la valoración independientemente del terreno, los cultivos, las construcciones, los inquilinatos, los arrendamientos, los derechos comerciales, el derecho por explotación de yacimientos y cualesquiera otros bienes o derechos susceptibles de indemnización.





	Cuando se trate de bienes muebles, cada uno se valorará separadamente y se indicarán las características que influyen en su valoración.





	Los avalúos tomarán en cuenta sólo los daños reales permanentes.  No se incluirán ni se tomarán en cuenta los hechos futuros ni las expectativas de derecho que afecten el bien.  Tampoco podrán reconocerse plusvalías derivadas del proyecto que origina la expropiación.





	Todo dictamen pericial deberá indicar, en forma amplia y detallada, los elementos de juicio en que se fundamenta el valor asignado al bien y la metodología empleada.


�



	2. Las Partes Contratantes acuerdan además, que nada de lo dispuesto en este Artículo afectará la potestad del gobierno de una Parte Contratante de decidir negociar o no con la otra Parte Contratante o con terceros Estados restricciones cuantitativas de sus exportaciones, ni su potestad de definir la asignación de las cuotas eventualmente negociadas a través de los mecanismos y criterios que estime pertinentes.".





----------








Discusión y Votación





	Vuestra Comisión, una vez analizadas las diversas normas del Acuerdo en informe, acogió la iniciativa que tuvísteis a bien encomendar a su estudio, en general y particular.





	En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Bombal, Gazmuri, Martínez, Romero y Valdés, que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo tenor es el siguiente:








"PROYECTO DE ACUERDO:





	"Artículo único.-  Apruébanse el "Acuerdo entre la República de Chile y la República de Costa Rica para la promoción y protección recíproca de las inversiones" y su protocolo, suscritos en la ciudad de San José, Costa Rica, el 11 de julio de 1996.".".





---------





�



	Acordado en sesión de fecha 18 de abril de 2000, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sergio Romero Pizarro (Presidente), Carlos Bombal Otaegui, Jaime Gazmuri Mujica, Jorge Martínez Busch y Gabriel Valdés Subercaseaux.





	Sala de la Comisión, a 24 de abril de 2000.


















































	SERGIO SEPULVEDA GUMUCIO


	                  Secretario
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I.	BOLETIN Nº:  2460-10.





II.	MATERIA: Proyecto de acuerdo sobre aprobación del "Acuerdo entre la República de Chile y la República de Costa Rica para la promoción y protección recíproca de las inversiones" y su protocolo, suscritos en la ciudad de San José, Costa Rica, el 11 de julio de 1996.





III.	ORIGEN:  Mensaje de S.E. el Presidente de la República.





IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL:  Segundo.





V.	APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS:  Unánime.





VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO:  11.04.2000.





VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO:  Primer informe.





VIII.	URGENCIA:  No tiene.





IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:  ------





X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO:  Artículo único por el cual se propone la aprobación del Acuerdo y su Protocolo.





XI.	PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION:  Establecer un marco jurídico adecuado para regular tanto los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como los de los inversionistas extranjeros, estatuto en el que se compatibiliza el legítimo interés de éstos con el del Estado receptor de las inversiones, favoreciéndose, de ese modo, la transferencia y movilidad de capitales.





XII.	NORMAS DE QUORUM ESPECIAL:  No hay.





XIII.	ACUERDOS:  Aprobado por unanimidad. (5-0).





Valparaíso, 24 de abril de 2000.











	SERGIO SEPULVEDA GUMUCIO


	                  Secretario
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